
 

 

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 162 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y 31 DE LA LEY FEDERAL 

DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ LUIS OROZCO SÁNCHEZ 

ALDANA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

El suscrito, diputado federal José Luis Orozco Sánchez Aldana integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 

Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta asamblea Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 162 del Código 

Penal Federal y el artículo 31 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Hoy en día, de manera desafortunada nuestra sociedad está padeciendo las consecuencias de un factor heredado 

que se desarrolló particularmente en el periodo comprendido entre 2000 y 2012, en otras palabras un proceso 

excedido y fuera de control de pistolización de la sociedad que no distinguió condición social, ni sexo, ni muchos 

menos –temiblemente– edad. 

Escenario que hoy en día ha derivado en diversas situaciones de peligro que comprometen no solo la seguridad 

pública de la población en su conjunto, sino también de igual manera sin distinción alguna, la integridad física y la 

vida de quienes la conformamos. 

Esta situación fue resultado –entre algunas cosas más– de políticas equivocadas, o en el mejor de los casos 

deficientes e insuficientes en materia de combate al crimen organizado y de tráfico de armas, que incrementaron al 

extremo la inseguridad pública. 

Así como a la par, la percepción en la gente de la necesidad de contar con un medio directo para protegerse a sí 

mismo, a sus seres queridos, al igual que a sus pertenencias, como respuesta a la incapacidad de las autoridades 

correspondientes durante ese lapso de tiempo, de proveer y mantener un entorno tranquilo y seguro para todos. 

Sumado a lo anterior, tenemos también la añeja costumbre en algunos hogares de tener armas de fuego, que se da, 

de manera irresponsable y en la mayoría de los casos sin atender las disposiciones oficiales y legales que al efecto 

existen y que están para garantizar el adecuado uso de éstas. 

Lo anterior ha derivado en una serie de peligros no solo para quienes con o sin tener el permiso o licencia 

correspondiente y sobre todo el conocimiento y entrenamiento adecuado en el uso de las armas de fuego, las 

poseen, sino en la misma medida o en mayor grado para la sociedad en general. 

Una muestra de lo anterior, son las situaciones lamentables y desafortunadas en donde se han registrado además de 

lesiones menores, heridas graves que comprometen la integridad física e incluso pérdidas de vidas inocentes, 

derivadas de quienes de manera irresponsable realizan disparos al aire. 

Esta práctica, anteriormente ligada a celebraciones en el medio rural, se ha extendido de manera peligrosa a las 

grandes ciudades y sus zonas metropolitanas, sin atender o tomar conciencia que, el riesgo que esta práctica 

representa, se incrementa notablemente por la cada vez mayor densidad poblacional de éstas zonas. 

Omitiendo además deliberadamente, un principio fundamental que todo aquel que maneje un arma de fuego debe 

de atender ineludiblemente y sin excepción alguna: al hacer uso de un arma de fuego en primer lugar se debe de 

estar indiscutiblemente inequívoco del blanco-objetivo así como también de las óptimas condiciones en materia de 

protección y seguridad del entorno para realizarlo. 



 

 

Es por ello que los disparos al aire, en cualquier zona o lugar en donde se realicen –incluso en los espacios 

adecuados para llevar a cabo prácticas de tiro– no sólo son una posible amenaza, sino una verdadera situación de 

riesgo y un peligro concreto para todos. 

Un peligro que además no es individual –es decir que incide únicamente en el sujeto que realiza el disparo– sino 

dadas las incontables posibles trayectorias y la velocidad que toma el proyectil al descender, es generalizado, sin 

importar que el disparo no haya sido apuntado de manera directa hacia una persona. 

Lo anterior es muy importante, porque es precisamente el factor de carecer de una intención en el disparo sobre una 

persona, lo que le impide ser tipificado como un delito, argumento que se remoza si el disparo se realiza desde el 

interior de un domicilio particular. 

Sin embargo y alarmantemente, no obstante lo anterior en la actualidad la situación es peor de lo que podemos 

sospechar. 

Basta mencionar que al menos en la Ciudad de México y su zona metropolitana de acuerdo a fuentes oficiales, se 

registraron 139 casos de víctimas directas de balas perdidas entre 2006 y principios de 2015.
1
 

Destacándose que para 2014, la estadística de personas víctimas de una bala perdida paso de alrededor de 15 

personas anualmente a 25 personas en promedio, tan sólo en un año 2014.
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Cabe señalar que estas cifras, serian todavía más alarmantes si se incluyeran los casos que se presentan y que no se 

registran, y por lo tanto no se les da el seguimiento correspondiente por parte de la autoridad competente en 

cualquiera de los estados de la república. 

Esto debido a que actualmente en nuestras leyes tanto locales –con algunas recientes excepciones como es en el 

caso del estado de México– como federales, el disparo de un arma de fuego al aire no se castiga, dado que no se le 

considera como un delito. 

Esta laguna legal, permite que el disparo de arma de fuego al aire sea únicamente visible una vez consumado un 

delito “mayor” como puede ser la lesión a un tercero o bien el homicidio de éste por el impacto del proyectil. 

Es decir, únicamente en el desafortunado caso de que se haya presentado un daño producido a un tercero. 

Dejando con lo anterior, en indefensión absoluta a las personas que son testigos y también víctimas potenciales de 

alguien que acciona un arma –aun dentro de un domicilio particular–, estando cerca o no y a pesar de que éste 

carezca de dolo o la intención directa de hacerle daño a un tercero. 

Debido como se mencionó anteriormente, a que la ausencia de la tipificación de esta acción, impide a la autoridad 

correspondiente actuar en consecuencia incluso después de una denuncia directa. 

Hoy con preocupación vemos que no podemos quedarnos en la cómoda posición que da la inacción, y que 

debemos de actuar para que el disparar un arma de fuego al aire sea considerado como un delito, incluso si se 

realiza desde el interior de un domicilio particular dado que por la trayectoria incierta que el proyectil toma y la 

velocidad que puede alcanzar, el riesgo se exterioriza. 

Los fundamentos para aseverar lo anterior son contundentes, al respecto expertos internacionales en la materia, 

afirman que las “balas suben a gran altura cuando se les dispara y se ignora a donde van a ir a parar, por lo que 

siempre hay una posibilidad de que causen grave perjuicio o muerte”.
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Incluso, estudios que datan desde los años sesenta –sin considerar que las armas actuales gracias a los adelantos 

tecnológicos son más potentes- indicaban que las balas disparadas al aire podían alcanzar velocidades en su caída 

de 91 metros por segundo.
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Y estas mismas investigaciones nos indican que basta una velocidad de caída de una bala de 61 metros por segundo 

para que el proyectil tenga la capacidad de penetrar el cráneo humano.
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Será sencillo comprender, la gravedad de la situación y darnos cuenta que nadie está exento de exponerse a ella. 

Es por ello que incluso se han registrado casos en donde menores de edad en lugares y actividades completamente 

ajenas a escenarios o situaciones ligadas a armas de fuego, han perdido la vida al caerles balas que fueron 

disparadas a una distancia considerable, tan amplia para que incluso el sonido del disparo no se haya percibido. 

Por esta situación y para el caso específico del disparo de un arma de fuego al aire, nuestra reflexión debería ser 

más profunda y comprender que esta acción es un delito que se debe castigar por el simple motivo de accionar 

irresponsablemente el mecanismo de funcionamiento del arma, exponiendo a un tercero al peligro que representa el 

proyectil disparado, sin que ello se vea desplazado por la posible consecuencia. 

Debemos tener la capacidad de comprender corresponsablemente no solo como autoridad sino como sociedad e 

individuos que, disparar un arma de fuego contra alguien y disparar un arma de fuego al aire, tienen en 

coincidencia que en ambos casos se crea una situación de peligro para otra persona, tanto en su vida como en su 

integridad corporal. 

Finalmente, esta soberanía debe de asumir la responsabilidad de proteger a la sociedad que representa y legislar en 

la materia asumiendo que en México el disparar al aire en sí mismo debe de constituir un delito en nuestras leyes, 

muy independientemente de que éste llegue a dañar a algún tercero e incluso sin que se dirija directamente hacia 

alguien. 

Por todo ello, se somete a la consideración del pleno de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa 

con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 162 del Código Penal Federal y el artículo 31 de la Ley Federal de 

Armas de Fuego y Explosivos 

Artículo Primero. Se adiciona una fracción VI al artículo 162 del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 162. Se aplicará de seis meses a tres años de prisión o de 180 a 360 días multa y decomiso: 

I. Al que importe, fabrique o venda las armas enumeradas en el artículo 160, o las regale o trafique con ellas; 

II. Al que ponga a la venta pistolas o revólveres, careciendo del permiso necesario; 

III. Al que porte un arma de las prohibidas en el artículo 160; 

IV. Al que, sin un fin lícito o sin el permiso correspondiente, hiciere acopio de armas. 

V. Al que, sin licencia, porte alguna arma de las señaladas en el artículo 161, y 

VI. Al que, sin justificación licita dispare un arma de fuego en la vía pública o en domicilio particular. 



 

 

En todos los casos incluidos en este artículo, además de las sanciones señaladas, se decomisarán las armas. 

Los funcionarios y agentes de la autoridad pueden llevar las armas necesarias para el ejercicio de su cargo. 

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción X al artículo 31 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, 

para quedar como sigue: 

Artículo 31. Las licencias de portación de armas podrán cancelarse, sin perjuicio de aplicar las sanciones que 

procedan, en los siguientes casos: 

I. Cuando sus poseedores hagan mal uso de las armas o de las licencias; 

II. Cuando sus poseedores alteren las licencias; 

III. Cuando se usen las armas fuera de los lugares autorizados; 

IV. Cuando se porte un arma distinta a la que ampara la licencia; 

V. Cuando el arma amparada por la licencia se modifique en sus características originales; 

VI. Cuando la expedición de la licencia se haya basado en engaño, o cuando a juicio de la Secretaría de la 

Defensa Nacional hayan desaparecido los motivos que se tuvieron en cuenta para otorgarla o que por causa 

superveniente se dejare de satisfacer algún otro requisito necesario para su expedición. 

VII. Por resolución de autoridad competente; 

VIII. Cuando sus poseedores cambien de domicilio sin manifestarlo a la Secretaría de la Defensa Nacional; 

IX. Por no cumplir el interesado las disposiciones de esta Ley, de sus Reglamentos o las de la Secretaría de la 

Defensa Nacional dictadas con base en esos Ordenamientos; 

X. Cuando sus poseedores sin justificación licita disparen el arma amparada por la licencia, en la vía 

pública o en domicilio particular. 

La suspensión de las licencias de portación de armas, sólo procederá cuando a juicio de la Secretaría de 

Gobernación sea necesaria para mantener o restituir la tranquilidad de poblaciones o regiones. 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

Transitorio 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor 30 días posteriores al de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

Notas 

1 Fuente: Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 2015.  

2 Fuente: Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 2015.  

3 Fuente: David Dyson. BBC Mundo-Noticias. 2011.  

4 Fuente: BBC Mundo-Noticias. 2011.  

5 Fuente: BBC Mundo-Noticias. 2011. 

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2015. 

Diputados: Hugo Daniel Gaeta Esparza, José Luis Orozco Sánchez Aldana, Laura Valeria Guzmán Vázquez, 

Jesús Zúñiga Mendoza, Laura Plascencia Pacheco, Rafael Yerena Zambrano, Ramón Bañales Arambula, Javier 

Santillan Oceguera, Martha Lorena Covarrubias Anaya (rúbricas). 

 


